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RECURSO 70/2026 
RESOLUCIÓN 75/2026 
 
 
Resolución 75/2026, de 9 de abril, del Tribunal Administrativo de 
Recursos Contractuales de Castilla y León, por la que se desestima el 
recurso especial en materia de contratación n.º 70/2026, 
interpuesto por Emilivia Espectáculos, S.L. frente a los pliegos 
rectores de la licitación de los festejos taurinos en las fiestas 
patronales del Ayuntamiento de Arroyo de la Encomienda 
(Valladolid), expediente 1715359T. 
 

 
I 

ANTECEDENTES 
 
Primero.- Mediante resolución de la Alcaldía del Ayuntamiento de 

Arroyo de la Encomienda, de 27 de febrero de 2026, se aprueba el expediente 
de contratación, el pliego de cláusulas administrativas particulares (PCAP) y el 
pliego de prescripciones técnicas (PPT) de la licitación de los festejos taurinos 
en las fiestas patronales de dicha localidad (expediente 1715359T). 

 
En la misma fecha los pliegos se publican en la Plataforma de 

Contratación del Sector Público (PLACSP). 
 
Segundo.- El 20 de marzo de 2026 D. yyy, en representación de 

Emilivia Espectáculos, S.L., presenta un recurso especial en materia de 
contratación frente a tales pliegos. Alega, en esencia, que los términos en los 
que aparecen redactados suponen una restricción de la libre competencia al 
introducir criterios de adjudicación dirigidos o predeterminados a favorecer a 
determinadas empresas, y que tales criterios de adjudicación adolecen de falta 
de neutralidad y objetividad. 

 
También cuestiona la desproporción de los requisitos de solvencia, la 

exclusión indirecta de nuevos licitadores, la ausencia de división en lotes, la 
indeterminación del objeto del contrato y la intervención de entidades ajenas 
al órgano de contratación en decisiones relevantes de la licitación. 

 
Todo ello llevaría aparejado, según alega, la nulidad de los pliegos.  
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Tercero.- Se han recibido el expediente y un informe del órgano de 
contratación de 25 de marzo en el que solicita la inadmisión y subsidiariamente 
la desestimación del recurso. 

 
Cuarto.- Se ha dado traslado del recurso a los interesados, sin que 

conste la presentación de alegaciones. 
 
Quinto.- Mediante Acuerdo 25/2026, de 31 de marzo, de este Tribunal 

se desestima la solicitud de suspensión de la licitación. 
 
 

II 
FUNDAMENTOS DE DERECHO 

 
1º.- La competencia para resolver el presente recurso corresponde al 

Tribunal Administrativo de Recursos Contractuales de Castilla y León, en virtud 
de lo dispuesto en el artículo 46.1 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de 
Contratos del Sector Público (LCSP), y en el artículo 59 de la Ley 1/2012, de 
28 de febrero, de Medidas Tributarias, Administrativas y Financieras. 

 
El análisis de los requisitos de admisión del recurso permite concluir que 

se ha interpuesto contra un acto recurrible, de conformidad con el artículo 44, 
apartados 1.a) y 2.a) de la LCSP, pues se recurren los pliegos del procedimiento 
de licitación de un contrato de servicios cuyo valor estimado es superior a 
100.000 euros (424.820, 68 euros). 

 
El recurso se ha interpuesto en el plazo previsto en el artículo 50.1.b) 

de la LCSP. 
 
2º.- En cuanto a la legitimación de la recurrente, Emilivia Espectáculos, 

S.L., no tiene la condición de licitadora al no haber presentado oferta. En este 
sentido, el artículo 23 del Reglamento de los procedimientos especiales de 
revisión de decisiones en materia contractual y de organización del Tribunal 
Administrativo Central de Recursos Contractuales, aprobado por el Real Decreto 
814/2015, de 11 de septiembre, señala que la apreciación del cumplimiento 
de los requisitos para la admisión del recurso incluidos en el artículo anterior 
corresponderá al Tribunal.  

 
Además, el artículo 48.1 de la LCSP establece que “Podrá interponer el 

recurso especial en materia de contratación cualquier persona física o jurídica 
cuyos derechos o intereses legítimos, individuales o colectivos, se hayan visto 
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perjudicados o puedan resultar afectados, de manera directa o indirecta, por 
las decisiones objeto del recurso”.  

 
Hay que señalar que este artículo 48.1 presenta cambios respecto al 

texto refundido de la Ley de Contratos del Sector Público, aprobado por el Real 
Decreto Legislativo 3/2011, de 14 de noviembre (TRLCSP). Así, este empleaba 
en su artículo 42 el término “toda” persona, mientras que ahora la LCSP utiliza 
“cualquier persona”; el TRLCSP refería “intereses legítimos” y la LCSP añade 
que estos intereses puedan ser individuales o colectivos; y finalmente a la 
referencia del TRLCSP de “puedan resultar afectados” la LCSP adjunta ahora 
“de manera directa o indirecta”. 

 
Este interés legítimo equivale a la “titularidad de una posición de ventaja 

o de una utilidad jurídica por parte de quien ejercita la pretensión y que se 
materializaría, de prosperar ésta, en la obtención de un beneficio de índole 
material o jurídico, o en la evitación de un perjuicio, con tal de que reúnan 
notas de ser ciertos y no meramente hipotéticos” (por todas sentencias del 
Tribunal Supremo de 19 de noviembre de 1993 y de 27 de enero de 1998).  

 
Así, como regla general el interés legítimo vendrá asociado a la 

participación en la licitación. No obstante, la condición de interesado no 
siempre es equiparable a la capacidad para participar en el procedimiento de 
contratación. Realmente esta condición se ostenta ya sea bien participando en 
el mismo o de otro modo. Lo importante es que “la resolución recurrida, con 
carácter general, colocará a la parte recurrente en condiciones legales y 
naturales de conseguir un determinado beneficio material o jurídico y que, 
además, la decisión que se adopte sobre esa resolución repercuta, directa o 
indirectamente, pero de un modo efectivo y acreditado, es decir, no meramente 
hipotético, potencial y futuro, en la correspondiente esfera jurídica del 
recurrente”, según establece la Resolución 546/2020 del Tribunal Administrativo 
Central de Recursos Contractuales.  

 
Resulta reiterada la jurisprudencia y la doctrina de los tribunales 

administrativos de recursos contractuales que considera la admisibilidad de los 
recursos especiales en materia de contratación frente a los pliegos si su 
redacción impide al recurrente licitar en el procedimiento de contratación en 
situación de igualdad con el resto de operadores económicos. Por todas, 
podemos destacar la Resolución 244/2021, de 5 de marzo, del Tribunal 
Administrativo Central de Recursos Contractuales. 
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El Tribunal Supremo ha resuelto ya sobre la legitimación del recurrente 
que no participa en el procedimiento de contratación, admitiéndola 
excepcionalmente cuando el motivo de impugnación de los pliegos impide a 
dicho recurrente participar en un plano de igualdad en la licitación (Sentencia 
de 5 de junio de 2013, de la Sala Tercera, de lo Contencioso-administrativo, 
Sección 7ª, del Tribunal Supremo).  

 
Por ello, para admitir legitimación para recurrir los pliegos que rigen una 

licitación por quien no ha tomado parte en la misma, resulta necesario que el 
recurrente, al menos, se haya visto impedido de participar como consecuencia 
de las restricciones introducidas en los pliegos objeto de recurso, pues no 
resulta admisible un recurso en materia de contratación basado en un mero 
interés en la legalidad abstracta del procedimiento de licitación, al no admitirse 
una acción popular en esta materia. 

 
En el presente recurso, la recurrente viene a alegar de manera indirecta 

la imposibilidad de presentar oferta en igualdad de condiciones con el resto de 
licitadores en la práctica totalidad de fundamentos jurídicos empleados, por lo 
que necesariamente se la ha de reconocer legitimación. 

 
3º.- En cuanto al fondo del asunto, la solución de la presente 

controversia exige determinar si las previsiones de los pliegos que se 
cuestionan en el recurso se ajustan al régimen jurídico de la contratación del 
sector público contenido en la LCSP y normativa de desarrollo, en particular 
los preceptos que el recurrente denuncia como infringidos. 

 
En relación con el primer motivo de impugnación, sostiene la recurrente 

que “el diseño de los criterios de adjudicación introduce un sesgo estructural 
en el procedimiento al vincular la máxima puntuación a la propuesta de 
determinadas ganaderías concretas”, lo cual supondría una vulneración del 
principio de libre competencia, puesto que “no todos los operadores económicos 
pueden concurrir en igualdad de condiciones, quedando excluidos aquellos que, 
aun siendo plenamente capaces de ejecutar el contrato, no tienen acceso a 
las ganaderías mencionadas”. 

 
El órgano de contratación rebate tales conclusiones y estima que “los 

criterios impugnados no exigen ni puntúan la contratación de una ganadería 
concreta y determinada, sino la pertenencia de la ganadería ofertada a un 
determinado grupo o categoría de reconocimiento. Dentro de cada grupo, el 
licitador goza de plena libertad para contratar con cualquiera de las ganaderías 
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que lo integran, sin que el pliego imponga preferencia alguna por una 
ganadería específica”. 

 
Expuestas las posiciones de las partes, en este caso y dentro de la 

cláusula I del cuadro de características particulares (CCP) del PCAP se recogen, 
dentro de los criterios automáticos de calidad, con una puntuación máxima de 
25, las ganaderías para encierros en los siguientes términos: 
 

“Se valorará mediante acreditación objetiva del grupo/categoría 
de las ganaderías propuestas para los encierros. 

 
»Escalas de valoración: 
 

»• Ganaderías Grupo 1 (máximo reconocimiento - Núñez 
del Cuvillo, El Puerto de San Lorenzo, Montebayón, Victoriano del Rio, 
Rekagorri): 25 puntos. 

 
»• Ganaderías Grupo 2 (alto reconocimiento: Torrestrella, 

Galache, Valdefresno, Miranda de Pericalvo): 18,75 puntos. 
 
»• Ganaderías Grupo 3 (reconocimiento medio Esteban 

Isidro, Sánchez Urbina, Rodolfo Gallego, Antonio Palla, Lorenzo Espioja): 12,5 
puntos. 

 
»• Ganaderías Grupo 4 (reconocimiento básico): 6,25 

puntos. 
 
»• Sin mejora sobre mínimo exigido: 0 puntos. 

 
»Acreditación: Mediante certificación objetiva del grupo al que 

pertenece la ganadería”. 
 
A este respecto puede señalarse que el artículo 126.1 de la LCSP 

establece que “Las prescripciones técnicas a que se refieren los artículos 123 
y 124, proporcionarán a los empresarios acceso en condiciones de igualdad al 
procedimiento de contratación y no tendrán por efecto la creación de obstáculos 
injustificados a la apertura de la contratación pública a la competencia”. A su 
vez el apartado 6 señala que, “Salvo que lo justifique el objeto del contrato, 
las prescripciones técnicas no harán referencia a una fabricación o una 
procedencia determinada, o a un procedimiento concreto que caracterice a los 
productos o servicios ofrecidos por un empresario determinado, o a marcas, 
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patentes o tipos, o a un origen o a una producción determinados, con la 
finalidad de favorecer o descartar ciertas empresas o ciertos productos. Tal 
referencia se autorizará, con carácter excepcional, en el caso en que no sea 
posible hacer una descripción lo bastante precisa e inteligible del objeto del 
contrato en aplicación del apartado 5, en cuyo caso irá acompañada de la 
mención «o equivalente»”. 

 
De este precepto se deduce que, si bien los poderes adjudicadores 

pueden configurar el objeto del contrato de la manera más adecuada para la 
satisfacción de sus necesidades, no pueden establecer disposiciones cuyo 
objeto sea impedir injustificadamente el acceso a la licitación o limitar la 
concurrencia. Entre otros casos, y por lo que interesa al objeto de este 
procedimiento de recurso, tal obstrucción se produce cuando se cumplen dos 
condiciones: 

 
1. Que se establezcan unas exigencias técnicas que de hecho 

solo puedan ser cumplidas por un único producto o sean accesibles para un 
único licitador o en condiciones tan gravosas para los interesados que supongan 
una barrera efectiva a la concurrencia. 

 
2. Que tales requerimientos sean arbitrarios, es decir, no 

estrictamente necesarios para satisfacer la finalidad perseguida por el contrato, 
la cual podría quedar igualmente cumplida con otras soluciones técnicas que, 
sin embargo, las prescripciones no permiten. 

 
Este Tribunal tiene una abundante doctrina sobre el contenido de las 

prescripciones técnicas (por todas, las resoluciones 19, 20, 60 y 61/2014; 
69/2015; 12, 72 y 80/2016; 19 y 95/2017, y 19/2019, de 21 de febrero). Se 
parte de que la determinación de los criterios técnicos, así como su aplicación 
concreta por la mesa de contratación, son libremente establecidos por los 
poderes adjudicadores, dentro de los límites de la ciencia y la técnica, por ser 
ellas las que mejor conocen las necesidades públicas que satisfacer y los 
medios de que pueden disponer, pero evidentemente con respeto a la 
normativa de contratación pública y a los principios de igualdad y libre 
concurrencia, lo que no se produce en los pliegos analizados. 

 
Esta disposición de la libertad del órgano de contratación para 

configurar el contrato y sus límites responde a lo exigido en el artículo 99.1 de 
la LCSP, que señala que “El objeto de los contratos del sector público deberá 
ser determinado. El mismo se podrá definir en atención a las necesidades o 
funcionalidades concretas que se pretenden satisfacer, sin cerrar el objeto del 
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contrato a una solución única. En especial, se definirán de este modo en 
aquellos contratos en los que se estime que pueden incorporarse innovaciones 
tecnológicas, sociales o ambientales que mejoren la eficiencia y sostenibilidad 
de los bienes, obras o servicios que se contraten”. 

 
En definitiva, el órgano de contratación goza de una amplia 

discrecionalidad técnica para la determinación de los criterios de adjudicación, 
con las limitaciones señaladas anteriormente. 

 
En este supuesto, asiste la razón al órgano de contratación cuando 

señala que no se está limitando en modo alguno la libre concurrencia ni se 
impide a la recurrente presentar oferta a la licitación, sino que simplemente 
las puntuaciones que en su caso se lleguen a otorgar por parte de la mesa de 
contratación serán distintas en función de la ganadería ofertada (en este 
sentido se pronunció este Tribunal en su Resolución 54/2024, de 9 de mayo). 

 
Llama además la atención de este Tribunal la afirmación vertida en el 

recurso sobre el carácter dirigido de los criterios de adjudicación, cuando alega 
literalmente que “casi con certeza, resultará adjudicataria TAURO EMOCION 
SL”, cuando dicha empresa ni siquiera ha presentado oferta. 

 
Por otro lado, se compadece mal con una supuesta infracción del 

principio de libre concurrencia el hecho de que a la licitación hayan concurrido 
hasta dos empresas, ninguna de las cuales sería la recurrente. 

 
En todo caso la recurrente no ha llevado a cabo una mínima actividad 

probatoria, ni esfuerzo argumentativo o dialéctico alguno para sostener su 
pretensión. 

 
Por todo ello, este primer motivo de impugnación debe ser desestimado. 
 
4º.- Como segundo motivo de impugnación, e íntimamente relacionado 

con el anterior, se alza la recurrente contra lo que considera una falta de 
neutralidad y objetividad de los criterios. Indica expresamente que “el sistema 
de valoración aparentemente automático oculta una falta de verdadera 
objetividad, al sustituir el análisis técnico de la calidad por una clasificación 
rígida previamente establecida (…)”; y considera además que ello elimina la 
posibilidad de competencia cualitativa real, “sustituyéndola por una 
competencia basada en el acceso a determinados proveedores”, lo cual 
implicaría a su vez “una distorsión del procedimiento y una vulneración del 
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principio de selección de la oferta económicamente más ventajosa en sentido 
material”. 
 
 Frente a ello el órgano de contratación considera que tal motivo de 
impugnación “es una reformulación del anterior con distinto enunciado” y, por 
lo tanto, “debe ser desestimado por las mismas razones”. Además, señala que 
los criterios automáticos que la recurrente considera una mera “clasificación 
rígida” no son más que la garantía de objetividad que la LCSP impone. 
 
 Pues bien, de los términos empleados por la recurrente, al sostener este 
motivo de impugnación, parece deducirse que su censura jurídica se basa en 
el hecho de que no existan criterios dependientes de un juicio de valor, sino 
únicamente automáticos, lo cual implicaría una ausencia de análisis técnico 
que podría comprometer la calidad y eliminar la posibilidad de competencia 
efectiva. 
 

En este supuesto es un hecho no controvertido que todos los criterios 
de adjudicación recogidos en el CCP son 100 % criterios automáticos 
(evaluables mediante fórmulas o acreditación objetiva), según su clausula I a 
la que se ha hecho mención anteriormente. 

 
Sobre esta cuestión el artículo 145, apartados 1 y 2 de la LCSP dispone: 
 

“1. La adjudicación de los contratos se realizará utilizando una 
pluralidad de criterios de adjudicación en base a la mejor relación calidad-
precio. 

 
»Previa justificación en el expediente, los contratos se podrán 

adjudicar con arreglo a criterios basados en un planteamiento que atienda a 
la mejor relación coste-eficacia, sobre la base del precio o coste, como el 
cálculo del coste del ciclo de vida con arreglo al artículo 148. 

 
»2. La mejor relación calidad-precio se evaluará con arreglo a 

criterios económicos y cualitativos (…)”. 
 
Además, el número 5 de dicho artículo 145 prevé lo siguiente: 
 

“Los criterios a que se refiere el apartado 1 que han de servir de 
base para la adjudicación del contrato se establecerán en los pliegos de 
cláusulas administrativas particulares o en el documento descriptivo, y deberá 
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figurar en el anuncio que sirva de convocatoria de la licitación, debiendo 
cumplir los siguientes requisitos: 

 
»a) En todo caso estarán vinculados al objeto del contrato, 

en el sentido expresado en el apartado siguiente de este artículo. 
 
»b) Deberán ser formulados de manera objetiva, con 

pleno respeto a los principios de igualdad, no discriminación, transparencia y 
proporcionalidad, y no conferirán al órgano de contratación una libertad de 
decisión ilimitada. 

 
»c) Deberán garantizar la posibilidad de que las ofertas 

sean evaluadas en condiciones de competencia efectiva e irán acompañados 
de especificaciones que permitan comprobar de manera efectiva la 
información facilitada por los licitadores con el fin de evaluar la medida en que 
las ofertas cumplen los criterios de adjudicación. En caso de duda, deberá 
comprobarse de manera efectiva la exactitud de la información y las pruebas 
facilitadas por los licitadores”. 

 
Finalmente, y frente a lo sostenido por la recurrente, la propia LCSP da 

prioridad a los propios criterios automáticos al disponer en su artículo 146.2 
que “Cuando se utilicen una pluralidad de criterios de adjudicación, en su 
determinación, siempre y cuando sea posible, se dará preponderancia a 
aquellos que hagan referencia a características del objeto del contrato que 
puedan valorarse mediante cifras o porcentajes obtenidos a través de la mera 
aplicación de las fórmulas establecidas en los pliegos”. 

 
Estos criterios aplicados mediante fórmulas se caracterizan por su 

automatismo, pues de la mera aplicación de la fórmula se obtiene el resultado 
de la ponderación. 

 
A su vez el artículo 145.4, párrafo segundo, de la LCSP indica que “En 

los contratos de servicios del Anexo IV, así como en los contratos que tengan 
por objeto prestaciones de carácter intelectual, los criterios relacionados con 
la calidad deberán representar, al menos, el 51 por ciento de la puntuación 
asignable en la valoración de las ofertas, sin perjuicio de lo dispuesto en el 
apartado 2.a) del artículo 146”. 

 
En este caso, la propia memoria justificativa reconoce que este contrato 

se encuentra incluido en el Anexo IV de la LCSP y en consecuencia los criterios 
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relacionados con la calidad deberán representar, al menos, el 51 % de la 
puntuación asignable en la valoración de las ofertas. 

 
El recurrente parece confundir en este momento los criterios de calidad 

con los criterios dependientes de un juicio de valor, entendiendo que sin estos 
no se puede valorar precisamente la calidad de las ofertas. 

 
Sin embargo, ambos términos no son ni muchísimo menos equivalentes, 

y sobre ello se ha pronunciado la Junta Consultiva de Contratación 
Administrativa de la Comunidad de Madrid en su Informe 5/2018, de 26 de 
julio, sobre criterios de adjudicación, relacionados con la calidad en los 
contratos de servicios del anexo IV de la LCSP, al señalar lo siguiente: 

 
“(…) Por tanto, para la adjudicación de los contratos de servicios 

del Anexo IV, así como para los que tengan por objeto prestaciones de carácter 
intelectual, habrá de utilizarse una pluralidad de criterios, en base a la mejor 
relación calidad-precio, con arreglo a criterios económicos y cualitativos, 
debiendo los criterios relativos a la calidad representar, al menos el 51 por 
ciento de la puntuación, dado que la calidad del servicio ha de primar en la 
adjudicación de este tipo de contratos, frente al precio. 

 
»3.- Sin embargo, la ley no indica que los criterios basados en la 

calidad hayan de ser necesariamente criterios cuya cuantificación dependa de 
un juicio de valor, puesto que la calidad puede medirse también mediante 
criterios evaluables de forma automática. 

 
»Se entiende por calidad la adecuación de un producto o servicio 

a las características especificadas. En relación a los criterios cualitativos, el 
apartado 2 del artículo 145 de la LCSP establece que estos pueden referirse a 
la calidad, incluido el valor técnico, características técnicas, estéticas y 
funcionales, sociales, medioambientales e innovadoras, la comercialización y 
sus condiciones; la organización cualificación y experiencia del personal 
adscrito al contrato que vaya a ejecutarlo y el servicio postventa y la asistencia 
técnica y condiciones de entrega (…). 

 
»Por tanto, el establecimiento de criterios de adjudicación 

vinculados a la calidad del servicio de que se trate, en cuanto a su valoración, 
puede estar sometida tanto a juicio de valor como a valoración automática, 
debiendo preponderar, siempre que sea posible, los criterios que hagan 
referencia a características del objeto del contrato que puedan valorarse 
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mediante cifras o porcentajes, obtenidos a través de la aplicación de las 
fórmulas establecidas en los pliegos (…) 

 
»No existe una relación univoca de criterio cualitativo igual a 

valoración mediante juicio de valor. Como hemos expuesto, la naturaleza 
económica o cualitativa del criterio de adjudicación no determina la forma de 
valoración. Los criterios relativos a la calidad del servicio pueden ser 
perfectamente valorados mediante fórmulas en función de las características 
de la prestación que se quieran valorar como determinantes de la mayor 
calidad (…)”. 

 
Y recoge como conclusión: “En los contratos de servicios del Anexo IV 

de la LCSP, así como en los que tengan por objeto prestaciones de carácter 
intelectual, los criterios de calidad que deben representar, al menos, el 51 por 
ciento de la puntuación asignable a la valoración de las ofertas, pueden ser 
evaluables tanto de forma automática como mediante juicios de valor, 
procediendo la constitución del comité de expertos sólo en el supuesto de que 
éstos tengan atribuida una ponderación mayor que los evaluables de forma 
automática”. 

 
A mayor abundamiento, la Resolución 600/2025, de 24 de abril de 2025, 

del Tribunal Administrativo Central de Recursos Contractuales (TACRC) indica 
lo siguiente: “(…) se considera conveniente reiterar el carácter preceptivo de 
los pliegos, así como la doctrina sobre la valoración de los criterios automáticos 
de adjudicación, en la cual, y pese a su automaticidad, también tiene cabida 
la discrecionalidad técnica con el fin de comprobar si la oferta de las licitadoras 
se ciñe a lo concretado en dichos criterios de adjudicación objetivos (…)”. 

 
En este caso, los criterios de adjudicación, que como ya se ha indicado 

son todos automáticos, se refieren a mejoras técnicas específicas tales como 
enfermería móvil adicional, ambulancia adicional, seguros de responsabilidad 
civil superior, seguro de accidentes con cobertura sanitaria ilimitada, así como 
acreditación objetiva del grupo o categoría de las ganaderías propuestas. 

 
Por todo ello, este Tribunal entiende que el órgano de contratación no 

viene obligado a incluir criterios dependientes de un juicio de valor, y además 
los criterios automáticos planteados permiten valorar perfectamente la calidad 
de las proposiciones. 

 
En consecuencia, este motivo de impugnación también debe ser 

desestimado. 
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5º.- Como tercer motivo de impugnación, cuestiona la recurrente la 

desproporción de los requisitos de solvencia económica y financiera exigidos, 
los cuales no guardarían “una relación razonable con el objeto del contrato, 
excediendo lo necesario para garantizar su correcta ejecución”. Todo ello 
supondría una restricción en la participación de operadores válidos. 

 
Para el órgano de contratación, en cambio, el recurso “no identifica 

ningún requisito concreto que considere desproporcionado, no cuantifica en 
qué medida supera el umbral que estima admisible y no aporta elemento 
comparativo alguno que permita contrastar la proporcionalidad de las 
exigencias”; y defiende que “todos los requisitos de solvencia del expediente 
se ajustan a los umbrales legales o están impuestos por normativa sectorial 
específica”. 

 
Sobre la solvencia exigible, el artículo 76.1 de la LCSP dispone que “Para 

celebrar contratos con el sector público los empresarios deberán acreditar 
estar en posesión de las condiciones mínimas de solvencia económica y 
financiera y profesional o técnica que se determinen por el órgano de 
contratación. Este requisito será sustituido por el de la clasificación, cuando 
esta sea exigible conforme a lo dispuesto en esta Ley”. 

 
Por su parte el artículo 86.1 del mismo texto legal indica: 
 

“La solvencia económica y financiera y técnica o profesional para 
un contrato se acreditará mediante la aportación de los documentos que se 
determinen por el órgano de contratación de entre los previstos en los artículos 
87 a 91 de la presente Ley. 

 
»Sin perjuicio de lo establecido en el párrafo siguiente, para los 

contratos que no estén sujetos a regulación armonizada el órgano de 
contratación, además de los documentos a los que se refiere el párrafo 
primero, podrá admitir de forma justificada otros medios de prueba de la 
solvencia distintos de los previstos en los artículos 87 a 91 (…)”. 

 
Finalmente, los concretos medios para acreditar la solvencia se recogen 

el artículo 87: 
 

“La solvencia económica y financiera del empresario deberá 
acreditarse por uno o varios de los medios siguientes, a elección del órgano 
de contratación: 
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»a) Volumen anual de negocios, o bien volumen anual de 

negocios en el ámbito al que se refiera el contrato, referido al mejor ejercicio 
dentro de los tres últimos disponibles en función de las fechas de constitución 
o de inicio de actividades del empresario y de presentación de las ofertas por 
importe igual o superior al exigido en el anuncio de licitación o en la invitación 
a participar en el procedimiento y en los pliegos del contrato o, en su defecto, 
al establecido reglamentariamente. El volumen de negocios mínimo anual 
exigido no excederá de una vez y media el valor estimado del contrato, excepto 
en casos debidamente justificados como los relacionados con los riesgos 
especiales vinculados a la naturaleza de las obras, los servicios o los 
suministros. El órgano de contratación indicará las principales razones de la 
imposición de dicho requisito en los pliegos de la contratación o en el informe 
específico a que se refiere el artículo 336. 

 
»Cuando un contrato se divida en lotes, el presente 

criterio se aplicará en relación con cada uno de los lotes. No obstante, el 
órgano de contratación podrá establecer el volumen de negocios mínimo anual 
exigido a los licitadores por referencia a grupos de lotes en caso de que al 
adjudicatario se le adjudiquen varios lotes que deban ejecutarse al mismo 
tiempo. 

 
»b) En los casos en que resulte apropiado, justificante de 

la existencia de un seguro de responsabilidad civil por riesgos profesionales 
por importe igual o superior al exigido en el anuncio de licitación o en la 
invitación a participar en el procedimiento y en los pliegos del contrato o, en 
su defecto, al establecido reglamentariamente. 

 
»c) Patrimonio neto, o bien ratio entre activos y pasivos, 

al cierre del último ejercicio económico para el que esté vencida la obligación 
de aprobación de cuentas anuales por importe igual o superior al exigido en el 
anuncio de licitación o en la invitación a participar en el procedimiento y en los 
pliegos del contrato o, en su defecto, al establecido reglamentariamente. La 
ratio entre activo y pasivo podrá tenerse en cuenta si el poder adjudicador 
especifica en los pliegos de la contratación los métodos y criterios que se 
utilizarán para valorar este dato. Estos métodos y criterios deberán ser 
transparentes, objetivos y no discriminatorios. 

 
»Como medio adicional a los previstos en las letras 

anteriores de este apartado, el órgano de contratación podrá exigir que el 
periodo medio de pago a proveedores del empresario, siempre que se trate de 
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una sociedad que no pueda presentar cuenta de pérdidas y ganancias 
abreviada, no supere el límite que a estos efectos se establezca por Orden del 
Ministro de Hacienda y Función Pública teniendo en cuenta la normativa sobre 
morosidad. 

 
»d) Para los contratos de concesión de obras y de 

servicios, o para aquellos otros que incluyan en su objeto inversiones relevantes 
que deban ser financiadas por el contratista, el órgano de contratación podrá 
establecer medios de acreditación de la solvencia económica y financiera 
alternativos a los anteriores, siempre que aseguren la capacidad del contratista 
de aportar los fondos necesarios para la correcta ejecución del contrato (…) 

 
»4. La solvencia económica y financiera requerida deberá 

resultar proporcional al objeto contractual de conformidad con lo establecido 
en el artículo 74.2, no debiendo en ningún caso suponer un obstáculo a la 
participación de las pequeñas y medianas empresas”. 

 
En el supuesto sometido a consideración, la solvencia se recoge en la 

cláusula H del CCP y exige como requisitos mínimos un “Volumen anual de 
negocios en el ámbito de actividades correspondiente al objeto del contrato 
referido al mejor ejercicio de los tres últimos años concluidos: Mínimo: 
159.307,76 € (150% del valor estimado anual: 106.205,17 € × 1,5)”, y una 
“Póliza de seguro de responsabilidad civil por riesgos profesionales por importe 
mínimo de:212.410,34 € (2 veces el valor estimado anual: 106.205,17 € × 2) 
Cobertura: Daños a terceros derivados de la organización y ejecución de 
festejos taurinos)”. 

 
Sobre estos requisitos de solvencia, el artículo 86.3.a) de la LCSP indica 

que “El criterio para la acreditación de la solvencia económica y financiera será 
el volumen anual de negocios del licitador o candidato, que referido al año de 
mayor volumen de negocio de los tres últimos concluidos deberá ser al menos 
una vez y media el valor estimado del contrato cuando su duración no sea 
superior a un año, y al menos una vez y media el valor anual medio del 
contrato si su duración es superior a un año”. 

 
Por su parte, el Real Decreto 145/1996, de 2 de febrero, por el que se 

modifica y da nueva redacción al Reglamento de Espectáculos Taurinos 
determina en su artículo 91.e) la obligación de los organizadores de suscribir 
una póliza de seguro colectivo por la cuantía suficiente para cubrir cualquier 
riesgo o accidente que con motivo del festejo pueda producirse. En el ámbito 
de la Comunidad de Castilla y León puede destacarse el artículo 6 del 

mailto:tribunalcontratoscyl@cccyl.es


 

15 
Plaza de la Catedral, 5. 49001 ZAMORA. Tel.:980 55 98 00. tribunalcontratoscyl@cccyl.es  

 

Reglamento General Taurino de la Comunidad de Castilla y León, aprobado 
mediante Decreto 57/2008, de 21 de agosto. 

 
Por lo expuesto, en ningún caso pueden considerarse los requisitos de 

solvencia económica y financiera exigidos en el CCP como desproporcionados 
o que no guarden relación con el objeto del contrato, cuando precisamente su 
existencia viene exigida tanto por la normativa sectorial de aplicación al tipo 
de contrato como por la propia ley de contratos. 

 
En este punto conviene recordar la doctrina del TACRC sobre la 

discrecionalidad técnica del órgano de contratación para determinar los criterios 
de solvencia económica y financiera, en concreto su Resolución 461/2022, de 
19 de mayo, cuando afirma: 

 
“Es doctrina reiterada de este Tribunal la que reconoce la 

discrecionalidad técnica de los órganos de contratación a la hora de establecer 
los requisitos de solvencia, financiera y económica, y también técnica o 
profesional, exigibles a los licitadores, siempre que la solvencia exigida, esté 
relacionada con el objeto e importe del contrato y no produzca efectos de 
carácter discriminatorio. Por ejemplo, en la Resolución 1256/2021, de 23 de 
septiembre, con cita de la Resolución 252/2019, de 5 de marzo, recordamos 
que: (…) 

 
»En cualquier caso, como venimos manifestando al respecto, 

tratándose de cuestiones que se refieren a contenidos estrictamente técnicos, 
el Tribunal no puede corregirlos aplicando criterios jurídicos. Este Tribunal solo 
tiene competencia para anular cuestiones ligadas a los requerimientos técnicos 
definitorias del objeto, solvencia o cualquier otro contenido de la 
documentación, si se incurre en infracción de ordenamiento jurídico, o en 
patente error o desviación de poder, de modo que dichas características 
resulten patentemente inidóneas, no relacionadas con el objeto del contrato, 
o irrazonables y desproporcionadas”. 

 
En cualquier caso y al igual que hicimos al analizar el primer motivo de 

impugnación, este Tribunal debe reprochar al recurrente la ausencia total de 
cualquier mínimo indicio probatorio o esfuerzo dialéctico a la hora de sostener 
su pretensión en este aspecto. 

 
En conclusión, este motivo de impugnación también debe ser 

desestimado. 
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6º.- Como cuarto motivo de impugnación, la recurrente pone de 

manifiesto que la manera en que aparecen configuradas en los pliegos, de 
manera conjunta, la solvencia, experiencia y medios materiales, “genera un 
efecto acumulativo que excluye de facto a empresas de nueva creación. No se 
prevén mecanismos alternativos que permitan acreditar la capacidad mediante 
la experiencia del equipo técnico o la integración de medios externos (…)”. 

 
El órgano de contratación, a su vez, considera que la cláusula de empresa 

de nueva creación de la memoria justificativa “no es una cláusula restrictiva 
sino una cláusula habilitante” ya que “prevé expresamente que las empresas 
con menos de tres años de antigüedad puedan acreditar su solvencia técnica 
mediante medios alternativos a la experiencia previa”. Asimismo, entiende que 
la recurrente no puede considerarse en ningún caso como una empresa de 
nueva creación y que en cualquier caso “el CCP del expediente no contiene 
cláusula alguna que excluya expresamente a empresas de nueva creación, ni 
impone un umbral de antigüedad mínima como requisito de participación”. 

 
Expuestas las posiciones de las partes, el artículo 90.4 de la LCSP señala 

“En los contratos no sujetos a regulación armonizada, cuando el contratista 
sea una empresa de nueva creación, entendiendo por tal aquella que tenga 
una antigüedad inferior a cinco años, su solvencia técnica se acreditará por 
uno o varios de los medios a que se refieren las letras b) a i) anteriores, sin 
que en ningún caso sea aplicable lo establecido en la letra a), relativo a la 
ejecución de un número determinado de servicios”. 

 
Lo cierto es que este artículo 90.4 de la LCSP supone una excepción a 

la exigencia de acreditación de la solvencia técnica respecto al requisito 
previsto en el apartado 1.a) del mismo artículo, que busca la flexibilización de 
este requisito para empresas de nueva creación a las que les resulta difícil 
acreditar la solvencia técnica o profesional (solo ésta) por carecer de 
experiencia suficiente y cuando se trate de contratos no sujetos a regulación 
armonizada, por lo que la solvencia en estos casos se acredita por criterios 
distintos a la experiencia, pero sólo en estos supuestos y sólo respecto a la 
experiencia. 
 

Esta excepción no se prevé en la LCSP para la acreditación de la 
solvencia económica o financiera (artículo 87), sin perjuicio que el artículo 86.1 
de la LCSP establece la posibilidad que “para los contratos que no estén sujetos 
a regulación armonizada el órgano de contratación, además de los documentos 
a los que se refiere el párrafo primero, podrá admitir de forma justificada otros 
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medios de prueba de la solvencia distintos de los previstos en los artículos 87 
a 91”. Por lo tanto, en este caso, al tratarse de un contrato no sujeto a 
regulación armonizada, (dado que su valor estimado 424.820,68 € es inferior 
al umbral comunitario fijado en el artículo 22.c de la LCSP) se admite su 
acreditación por medio distinto a los previstos legalmente pero siempre a 
criterio del órgano de contratación válidamente justificado y con carácter 
puramente potestativo. 

 
Pues bien, los medios equivalentes para acreditar la solvencia en las 

empresas de nueva creación, a los que se refieren las letras a) a i) del artículo 
90.4, vendrían referidos a: 

 
“b) Indicación del personal técnico o de las unidades técnicas, 

integradas o no en la empresa, participantes en el contrato, especialmente 
aquellos encargados del control de calidad. 

 
»c) Descripción de las instalaciones técnicas, de las medidas 

empleadas por el empresario para garantizar la calidad y de los medios de 
estudio e investigación de la empresa. 

 
»d) Cuando se trate de servicios o trabajos complejos o cuando, 

excepcionalmente, deban responder a un fin especial, un control efectuado 
por el órgano de contratación o, en nombre de este, por un organismo oficial 
u homologado competente del Estado en que esté establecido el empresario, 
siempre que medie acuerdo de dicho organismo. El control versará sobre la 
capacidad técnica del empresario y, si fuese necesario, sobre los medios de 
estudio y de investigación de que disponga y sobre las medidas de control de 
la calidad. 

 
»e) Títulos académicos y profesionales del empresario y de los 

directivos de la empresa y, en particular, del responsable o responsables de la 
ejecución del contrato, así como de los técnicos encargados directamente de 
la misma, siempre que no se evalúen como un criterio de adjudicación. 

 
»f) En los casos adecuados, indicación de las medidas de gestión 

medioambiental que el empresario podrá aplicar al ejecutar el contrato. 
 
»g) Declaración sobre la plantilla media anual de la empresa y 

del número de directivos durante los tres últimos años, acompañada de la 
documentación justificativa correspondiente cuando le sea requerido por los 
servicios dependientes del órgano de contratación. 
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»h) Declaración indicando la maquinaria, material y equipo 

técnico del que se dispondrá para la ejecución de los trabajos o prestaciones, 
a la que se adjuntará la documentación acreditativa pertinente cuando le sea 
requerido por los servicios dependientes del órgano de contratación. 

 
»i)Indicación de la parte del contrato que el empresario tiene 

eventualmente el propósito de subcontratar”. 
 
No ha resultado acreditado a lo largo del recurso que la recurrente, 

Emilivia Espectáculos, S.L., sea una empresa de nueva creación, y aunque así 
lo fuera, el CCP recoge como requisitos de solvencia técnica o profesional, en 
su cláusula H, la experiencia en servicios similares, el personal técnico y 
profesional disponible, medios materiales y técnicos, títulos académicos y 
profesionales, y medidas de gestión medioambiental, que son, a grandes 
rasgos los exigidos por el artículo 90.4 de la LCSP para la acreditación de la 
solvencia en las empresas de nueva creación; a mayor abundamiento según 
la cláusula 9.B) del PCAP, los licitadores podrán complementar su solvencia 
con medios de otras empresas que no estén incursas en prohibición para 
contratar con el sector público. 

 
Por lo expuesto, no se ha acreditado que los términos en los que aparece 

redactado el CCP y sus exigencias de acreditación de la solvencia excluyan a 
las empresas de nueva creación o que no se prevean mecanismos alternativos 
para justificar las mismas. 

 
En conclusión, este motivo también debe ser desestimado. 
 
7º.- Como quinto motivo de impugnación, indica la recurrente la 

ausencia de división en lotes del contrato, al sostener que la licitación 
“presenta una estructura claramente divisible desde el punto de vista funcional 
y económico”, todo ello limitaría la participación de pequeñas y medianas 
empresas ya que “la división en lotes no es una opción discrecional absoluta”. 

 
El órgano de contratación refiere en su informe que tal posibilidad de 

división en lotes ya se analizó en la memoria justificativa y que tras el análisis 
correspondiente se concluyó de manera motivada que no procede la división 
por concurrir simultáneamente tres de las causas de excepción previstas en la 
LCSP. 

 
Sobre esta cuestión se pronuncia el artículo 99.3 de la LCSP: 
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“Siempre que la naturaleza o el objeto del contrato lo permitan, 

deberá preverse la realización independiente de cada una de sus partes 
mediante su división en lotes, pudiéndose reservar lotes de conformidad con 
lo dispuesto en la disposición adicional cuarta. 

 
 »No obstante lo anterior, el órgano de contratación podrá no 

dividir en lotes el objeto del contrato cuando existan motivos válidos, que 
deberán justificarse debidamente en el expediente, salvo en los casos de 
contratos de concesión de obras.  

 
 »En todo caso se considerarán motivos válidos, a efectos de 

justificar la no división en lotes del objeto del contrato, los siguientes: 
 
  »a) El hecho de que la división en lotes del objeto del 

contrato conllevase el riesgo de restringir injustificadamente la competencia. 
A los efectos de aplicar este criterio, el órgano de contratación deberá solicitar 
informe previo a la autoridad de defensa de la competencia correspondiente 
para que se pronuncie sobre la apreciación de dicha circunstancia. 

 
  »b) El hecho de que, la realización independiente de las 

diversas prestaciones comprendidas en el objeto del contrato dificultara la 
correcta ejecución del mismo desde el punto de vista técnico; o bien que el 
riesgo para la correcta ejecución del contrato proceda de la naturaleza del 
objeto del mismo, al implicar la necesidad de coordinar la ejecución de las 
diferentes prestaciones, cuestión que podría verse imposibilitada por su 
división en lotes y ejecución por una pluralidad de contratistas diferentes. 
Ambos extremos deberán ser, en su caso, justificados debidamente en el 
expediente”. 

 
El Considerando 78 de la Directiva 2014/24/UE, del Parlamento Europeo 

y del Consejo, de 26 de febrero de 2014, sobre contratación pública, reconoce 
expresamente la libertad del poder adjudicador para decidir sobre la 
conveniencia de dicha división, al señalar que “el poder adjudicador debe estar 
obligado a estudiar la conveniencia de dividir los contratos en lotes, sin dejar 
de gozar de la libertad de decidir de forma autónoma y basándose en las 
razones que estime oportunas, sin estar sujeto a supervisión administrativa o 
judicial (…)”.  

 
Como reiteradamente ha indicado este Tribunal (por todas, resoluciones 

69/2017, de 19 de septiembre, y 31/2018, de 19 de abril), la división en lotes 
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no es obligatoria. Ni el artículo 99.3 de la LCSP ni la mencionada directiva 
imponen al órgano de contratación la división en lotes, sino únicamente que 
se indiquen las razones por las que no se ha efectuado la división cuando 
resulte posible y que dichas razones consten en el expediente de contratación. 

 
En este supuesto, la cláusula B) del CCP no contempla la división en 

lotes. 
 
Por su parte, la memoria justificativa analiza la posible división en lotes 

del contrato y concluye que tal posibilidad es técnicamente inviable, en primer 
lugar, por la interrelación esencial del ganado bravo, ya que “los festejos que 
integran el objeto del contrato no son prestaciones independientes que puedan 
ejecutarse de forma autónoma por operadores distintos. Las reses utilizadas 
en los encierros urbanos se reutilizan posteriormente en las capeas, lo que 
exige una gestión veterinaria integral y coordinada de la totalidad de los 40 
animales -12 toros, 15 vacas, 5 cabestros, 3 becerras y 5 mini bueyes- durante 
todo el período festivo. La fragmentación de esta gestión entre distintos 
adjudicatarios generaría una ruptura en la cadena de custodia veterinaria, 
incompatible con las exigencias del Real Decreto 1911/2000 sobre destrucción 
de cadáveres y con el Decreto 18/2022 de Castilla y León sobre plazas de toros 
portátiles, que imponen responsabilidades indivisibles sobre el operador a 
cargo del ganado. Del mismo modo, las infraestructuras especializadas -cajones 
de desencajonamiento, camiones de transporte homologados, corrales con 
capacidad para 40 animales- y el personal altamente cualificado -Director de 
Lidia, veterinario especializado, colaboradores con experiencia mínima de tres 
años en manejo de ganado bravo- son comunes a todos los festejos y no 
admiten fragmentación técnica sin comprometer la seguridad y la calidad del 
conjunto”. También se refieren en este caso a razones de coordinación temporal 
y logística. 

 
En segundo lugar, también sería inviable por el aumento 

desproporcionado de costes, puesto que “la división en lotes implicaría la 
duplicación de los costes fijos del contrato: cada adjudicatario debería suscribir 
su propio seguro de responsabilidad civil (mínimo 212.410,34 € de cobertura), 
obtener sus propias certificaciones técnicas de instalaciones, asumir sus 
propios gastos de gestión y desplazamiento, y contratar de forma 
independiente el transporte del ganado. La pérdida de las economías de escala 
en la contratación conjunta del ganado, el transporte, el personal especializado 
y las infraestructuras se traduciría, según la estimación documentada en la 
memoria, en un incremento del coste total del contrato de entre el 25% y el 
30%, lo que representa un sobrecoste de entre 26.551 € y 31.861 € sobre el 
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presupuesto base de licitación de 74.380,17 €. Este incremento no puede 
calificarse de marginal ni de proporcional al eventual beneficio competitivo de 
la división”. 

 
Finalmente, y en tercer lugar, la inviabilidad también derivaría de la 

necesidad de coordinación integral y gestión unificada de riesgos, en este caso 
“La concentración temporal de los festejos en dos períodos consecutivos —
mayo (San Juan, Arroyo) y junio (San Antonio, La Flecha)— exige una 
planificación logística y veterinaria unitaria que no puede escindirse sin riesgo 
para la seguridad de los participantes y espectadores. La gestión unificada de 
los riesgos y responsabilidades derivados de la organización de espectáculos 
taurinos con ganado bravo en espacios públicos —encierros urbanos por las 
calles del municipio, capeas en plaza portátil y en plaza permanente— requiere 
un único responsable técnico y un único interlocutor ante las autoridades 
competentes, conforme a las exigencias del Real Decreto 145/1996, por el que 
se aprueba el Reglamento de Espectáculos Taurinos”. 

 
Este Tribunal, analizado el objeto del contrato y las razones del órgano 

de contratación para la no división en lotes, relacionadas con la interrelación 
esencial del ganado bravo, con el aumento desproporcionado de los costes y 
la coordinación integral y gestión unificada del suministro, considera 
suficientemente fundamentada dicha decisión en motivos válidos para la más 
correcta y eficiente ejecución del contrato.   

 
En consecuencia, al contrario de lo que afirma la recurrente, se 

considera que existe una justificación adecuada y suficiente en el expediente 
de contratación de las razones que, en uso de la discrecionalidad que asiste al 
órgano de contratación, le llevan a configurar la prestación del suministro sin 
dividirla en lotes. Y es que, como ya se ha expuesto, ni la Directiva 2014/24/UE 
ni el artículo 99.3 de la LCSP imponen la división del contrato en lotes, sino 
que establecen una regla general que, con la debida motivación, admite 
excepciones, dejando un margen de discrecionalidad a los órganos de 
contratación para configurar el objeto del contrato según sus necesidades y 
las razones de interés general a las que en cada caso responda la contratación. 

 
Nuevamente, en relación con este motivo de impugnación, la recurrente 

declina realizar una mínima actividad probatoria o esfuerzo argumentativo 
para lograr la convicción de este Tribunal y justificar por qué el contrato sí 
debería estar dividido en lotes.  

 
Por tanto, se desestima este motivo de impugnación de los pliegos. 
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8º.- Como sexto motivo de impugnación, se refiere la recurrente a la 

indeterminación del objeto del contrato, alegando que la remisión del pliego a 
determinaciones futuras en aspectos esenciales del contrato tales como la 
configuración concreta de los festejos, fechas y modalidades, impediría a los 
licitadores “formular ofertas plenamente informadas, generando incertidumbre 
y afectando a la comparabilidad de las propuestas”, e iría en contra de la 
obligación de definición del objeto contractual. 

 
El órgano de contratación, en su informe, destaca que habría que 

distinguir entre determinación del objeto del contrato y concreción de la 
ejecución, y entiende que tanto el CCP como el resto de documentación 
preparatoria de la licitación definen el objeto del contrato con un nivel de 
detalle del que exige la LCSP. 

 
Sobre esta cuestión, se pronuncia el artículo 99.1 de la LCSP: “El objeto 

de los contratos del sector público deberá ser determinado. El mismo se podrá 
definir en atención a las necesidades o funcionalidades concretas que se 
pretenden satisfacer, sin cerrar el objeto del contrato a una solución única. En 
especial, se definirán de este modo en aquellos contratos en los que se estime 
que pueden incorporarse innovaciones tecnológicas, sociales o ambientales 
que mejoren la eficiencia y sostenibilidad de los bienes, obras o servicios que 
se contraten”. 

 
Y el artículo 28.1 de la misma ley, a su vez, indica que “Las entidades 

del sector público no podrán celebrar otros contratos que aquellos que sean 
necesarios para el cumplimiento y realización de sus fines institucionales. A tal 
efecto, la naturaleza y extensión de las necesidades que pretenden cubrirse 
mediante el contrato proyectado, así como la idoneidad de su objeto y 
contenido para satisfacerlas, cuando se adjudique por un procedimiento 
abierto, restringido o negociado sin publicidad, deben ser determinadas con 
precisión, dejando constancia de ello en la documentación preparatoria, antes 
de iniciar el procedimiento encaminado a su adjudicación”. 

 
Sentadas las anteriores posiciones, sobre la determinación de las 

prestaciones del objeto del contrato se ha pronunciado el TACRC en su 
Resolución 344/2017, de 21 de abril, cuando señala: 

 
“El objeto del contrato, que configura las prestaciones de las 

partes, debe ser determinado, definido. Por su interés, podemos traer aquí a 
colación el Acuerdo 84/2015, de 10 de agosto de 2015, del Tribunal 
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Administrativo de Contratos Públicos de Aragón, que hacía suyo este Tribunal 
en la Resolución 991/2015, de 23 de octubre de 2015, y en el que se indica:  

 
»El objeto de los contratos son las obligaciones que él 

crea, y esas obligaciones, a su vez, tienen por objeto prestaciones (sea de dar 
cosas, de hacer o de no hacer) que constituyen el objeto de la ejecución del 
contrato. Esta es la razón de que todas las entidades comprendidas dentro del 
ámbito de aplicación de la legislación de contratos del sector público, tengan 
la obligación de determinar y dar a conocer de forma clara las prestaciones 
que serán objeto de adjudicación. Cualquier aceptación genérica o confusa, 
comporta para el licitador inseguridad jurídica. De este modo, en función de 
la descripción utilizada por la Administración para definir las prestaciones que 
comprende el negocio jurídico a celebrar, los empresarios advierten su 
capacidad para concurrir a la licitación, a través de relación entre el objeto del 
contrato y el objeto social del licitador. En este sentido, en el anuncio de 
licitación y en los pliegos de condiciones, siempre se debe señalar con la mayor 
exactitud posible el objeto y alcance de las prestaciones que se desean 
contratar, de forma que los operadores económicos puedan identificarlas 
correctamente y en su caso, decidir presentar sus ofertas (…)”. 

 
En este supuesto, el objeto del contrato se encuentra recogido en la 

cláusula 1 del PPT: 
 

“1.1. Definición del objeto 
 
»El objeto del presente contrato es la organización integral de 

Festejos taurinos en las fiestas patronales que se celebran con motivo de las 
dos fiestas patronales del municipio de Ayuntamiento Arroyo de la 
Encomienda: 

 
»• Fiestas patronales de San Juan Ante Portam Latinam 

(mayo) 
 
»• Fiestas patronales de San Antonio de Padua (junio) 

 
»1.2. Alcance de las prestaciones 
 
»La contratación comprende la gestión integral de todos los 

aspectos técnicos, logísticos y organizativos necesarios para la celebración de 
los festejos taurinos, incluyendo: 
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»• Suministro y gestión del ganado bravo especializado (40 
animales) 

 
»• Aportación del personal técnico cualificado 
 
»• Instalación y gestión de infraestructuras especializadas 
 
»• Coordinación con entidades locales (Club Taurino La Flecha y 

peñas) 
 
»• Cumplimiento de toda la normativa sectorial aplicable 
 
»• Gestión de la venta de entradas y control de aforos 
 
»• Obtención de autorizaciones y certificaciones técnicas”. 

 
Posteriormente se desarrollan estas cuestiones y, así, en la cláusula 2 

se recoge la estructura general del programa de festejos taurinos, con 
referencia a la estructura general, la coordinación con las entidades locales, la 
flexibilidad del programa, los requisitos de programación y el cumplimiento de 
la normativa; la cláusula 3 se refiere a las características generales del ganado 
bravo, con las especificaciones técnicas por modalidad, la selección y sustitución 
del ganado, los requisitos sanitarios y documentales, las condiciones de su 
transporte, su gestión en destina, cumplimiento de la normativa y criterios de 
calidad del ganado; la cláusula 4, por su parte, hace referencia al personal 
técnico especializado, incluyendo el equipo técnico mínimo requerido, las 
obligaciones generales en materia de personal, sustitución y contingencias; la 
cláusula 5 versa sobre los medios materiales, su mantenimiento, montaje y 
retirada, y cumplimiento de la normativa de infraestructuras; la cláusula 6 
regula la gestión de entradas y control de aforos, lo que comprende el sistema 
de venta de entradas, el control de aforos y accesos, la gestión económica de 
la taquilla, documentación y control, puntos de venta autorizados, protocolos 
especiales, accesibilidad y atención al público, tecnología y sistemas de 
gestión, cumplimiento normativo, evaluación y mejora continua; la cláusula 7 
singulariza las medidas de seguridad y protocolos de emergencia, incluyendo 
el plan integral de seguridad, la seguridad de los participantes, la de los 
espectadores, los protocolos de emergencia, los servicios sanitarios, las medidas 
preventivas específicas, la formación y concienciación, el equipamiento de 
seguridad, las comunicaciones y coordinación, el cumplimiento normativo de 
seguridad, seguros y responsabilidades, y evaluación y mejora continua; la 
cláusula 8 apela a las condiciones de ejecución y plazos, especialmente la 
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duración del contrato, el cronograma de ejecución anual, las obligaciones de 
coordinación, los plazos específicos de prestaciones, las condiciones especiales 
de ejecución, las obligaciones de información y documentación, control y 
seguimiento, penalizaciones por incumplimiento, modificaciones y adaptaciones, 
finalización y liquidación y garantías de cumplimiento; la cláusula 9 versa sobre 
los entregables y documentación, y abarca la documentación del ganado, la 
documentación de instalaciones y seguridad, las autorizaciones administrativas, 
la memoria anual de actividades, la documentación final del contrato y formato 
y la presentación de documentos; finalmente la cláusula 10 alude a los criterios 
de calidad y control. 
 

Atendiendo asimismo al grado de concreción y detalle con las que se 
encuentran recogidas dichas clausulas, este Tribunal no aprecia en ningún 
caso una indeterminación del objeto contractual y considera que tanto el 
objeto del contrato propiamente dicho como las obligaciones que deben 
cumplir los licitadores se encuentran perfectamente especificadas. 

 
Como bien señala el informe del órgano de contratación, la única 

cuestión sobre la que podría plantearse una posible indeterminación es la 
fecha exacta de celebración de los festejos dentro de los períodos festivos de 
mayo y junio, puesto que el CCP se remite a una determinación posterior (en 
concreto su cláusula L indica que “Las fechas concretas de celebración de los 
festejos se determinarán anualmente mediante la aprobación del calendario 
festivo municipal”, y además también advierte que “La determinación anual de 
fechas, horarios y configuración específica de festejos no constituye 
modificación del contrato, sino concreción de prestaciones dentro del marco 
contractual establecido”). 

 
No obstante, todo ello responde, según la propia Administración, a que 

“las fiestas patronales de San Juan Ante Portam Latinam y San Antonio de 
Padua tienen fechas fijas en el calendario litúrgico -25 de mayo y 13 de junio, 
respectivamente-, pero su celebración práctica se adapta cada año al día de 
la semana, a las condiciones meteorológicas y a las decisiones del 
Ayuntamiento sobre el programa festivo”, por lo que en ningún caso puede 
considerarse tal circunstancia como una indeterminación del objeto del 
contrato. 

 
Todo lo expuesto conduce a la desestimación del presente motivo de 

impugnación. 
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9º.- Como séptimo y último motivo de impugnación alude la recurrente 

a una supuesta interferencia de entidades ajenas al órgano de contratación en 
decisiones relevantes del contrato lo que introduciría un elemento “ajeno al 
control público que compromete la objetividad del procedimiento”. 

 
El órgano de contratación opone el hecho de la indeterminación de tal 

alegación y la distinción entre participación en la ejecución frente a 
participación en la adjudicación. 

 
En realidad, este motivo de impugnación supone una mera reflexión del 

recurrente que, como viene siendo habitual a lo largo del recurso, se encuentra 
huérfana de cualquier mínima justificación probatoria o argumentativa, lo que 
priva a este Tribunal de la posibilidad de tomarla en consideración, sin que ni 
siquiera se llegue a identificar a la supuesta entidad privada que habría 
intervenido e interferido en cuestiones relevantes del propio contrato o incluso 
cuáles serían estas cuestiones.  

 
En cualquier caso, tal y como señala el informe del órgano de 

contratación, el CCP establece en su cláusula J, como condición especial de 
ejecución de carácter social al amparo del artículo 202 de la LCSP, la obligación 
del contratista de coordinar con el Ayuntamiento de Arroyo de la Encomienda, 
el Club Taurino La Flecha y las peñas locales la selección de ganaderías, la 
elección del “Toro de San Antonio”, la definición de horarios y modalidades y 
la celebración de al menos dos reuniones de coordinación previas a cada 
período festivo. 

 
Como destaca el Informe 1/20 de la Junta Consultiva de Contratación 

Pública del Estado, estas condiciones especiales de ejecución serían “(…) 
obligaciones incorporadas a los pliegos o al contrato que el órgano de 
contratación ha considerado, por su importancia, elementos esenciales de la 
fase de ejecución del contrato y cuyo incumplimiento merece consecuencias 
jurídicas más severas. Obviamente, no inciden en la evaluación de las 
proposiciones de los licitadores y despliegan su eficacia en la fase de ejecución 
del contrato”. Por tanto, y suponiendo que el recurrente se quisiera referir en 
realidad a dicho club taurino “La Flecha” como la entidad privada, ajena al 
órgano de contratación, que hubiese interferido en decisiones relevantes del 
contrato, esto no quiere decir, ni mucho menos, que pudiese comprometer la 
objetividad de la licitación o alterar el equilibrio competitivo. 
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En consecuencia, este motivo de impugnación debe ser también 
desestimado. 

 
Como consideración final, aparte de los severos reproches efectuados a 

lo largo de esta resolución sobre la absoluta ausencia de actividad probatoria 
o esfuerzo argumentativo alguno por parte del recurrente para reforzar su 
posición y lograr la convicción del Tribunal, debe llamarse la atención sobre el 
hecho de que un párrafo utilizado en el propio recurso (en concreto, el que 
reza: “La concurrencia de los elementos analizados pone de manifiesto una 
configuración del procedimiento que no responde a los principios rectores de 
la contratación pública. La suma de restricciones, exigencias 
desproporcionadas e indeterminaciones genera un entorno competitivo 
distorsionado, en el que la igualdad de oportunidades entre licitadores queda 
comprometida. Este tipo de vicios no pueden ser subsanados mediante 
interpretaciones, sino que exigen la anulación del procedimiento para 
garantizar un nuevo diseño conforme a Derecho”) se reitera sucesivamente 
hasta en diez ocasiones, lo que denota una ausencia de rigor y revisión por 
parte del recurrente. 

 
Por lo expuesto, procede la íntegra desestimación del presente recurso. 
 
En su virtud al amparo de lo establecido en los artículos 57 de la LCSP 

y 61 de la Ley 1/2012, de 28 de febrero, el Tribunal Administrativo de Recursos 
Contractuales de Castilla y León 

 
 

III 
RESUELVE 

 
Primero.- Desestimar el recurso especial en materia de contratación 

n.º 70/2026, interpuesto por Emilivia Espectáculos, S.L. frente a los pliegos 
rectores de la licitación de los festejos taurinos en las fiestas patronales del 
Ayuntamiento de Arroyo de la Encomienda (Valladolid), expediente 1715359T. 

 
Segundo.- Notificar esta resolución a todos los interesados en el 

procedimiento. 
 

De conformidad con los artículos 59 de la LCSP y 44.1 de la Ley 
29/1998, de 13 de julio, de la Jurisdicción Contencioso-administrativa (LJCA), 
contra esta resolución, ejecutiva en sus propios términos, solo cabe la 
interposición de recurso contencioso-administrativo en el plazo de dos meses, 
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a contar desde el día siguiente a su notificación, ante la Sala de lo Contencioso-
administrativo del Tribunal Superior de Justicia de Castilla y León (artículo 
10.1.k de la LJCA). 
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